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DE LA PROVINCIA DE LAS BALEARES.

um.
ARTICULO DE OFICIO.

Núm. S86.
GOBIERNO DE LA PROVINCIA

DE LAS BALEARES.

Sanidad.—El Escmo. Sr. ministro de 
la Gobernación me comunica con fecha 9 
del anterior julio la Real orden que sigue:

«En el espediente relativo al despacho 
de buques para Ultramar sin facultativo de 
medicina ó de cirugía y con mas de cien 
pasageros á bordo, el Consejo de Sanidad 
en 12 del mes próximo pasado ha infor­
mado lo siguiente:—«Escmo. Sr.—En se­
sión de ayer aprobó este Consejo el dic­
tamen de su sección segunda que á con­
tinuación se inserta.—La sección se ha 
enterado detenidamente de la Real orden, 
que en 16 de diciembre último comunicó 
el Ministerio de Marina al de la Goberna­
ción, relativa al despacho de buques para 
Ultramar sin facultativo de medicina ó de 
cirujía y con mas de cien pasageros y de 
las comunicaciones de los Gobernadores de 
Cádiz y de la Coruña, en las cuales par­
ticipa el primero haber llegado reciente­
mente á aquel puerto desde la Habana 
varios buques españoles con pasageros 
militares, muchos de ellos inútiles ó en­
fermos, sin facultativo á bordo, por loque 
pide una medida enérgica que reprima y 
evite tal abuso, consultando el segundo 
Sl podrán habilitarse practicantes para la 
asistencia facultativa de los buques con 
tropa y pasageros que hacen la carrera 
de América; en atención y vista la falta 
absoluta de profesores con título qoequie- 
ran embarcarse con tal objeto; y léjos de 
encontrar motivo fundado para variar la 
opinión que tiene ya emitida sobre este 
asunto tan importante y trascendental, ha- 
ha por el contrario el firme convencimien­
to de que es imprescindible cumplir lo que 
o ’ey de sanidad dispone en su artículo 
■20 sin mas limitación que la señalada en 
*1 mismo y en la Real orden de 29 de 
marzo de 1859. De lamentar es cierta­

mente la dificultad que ofrece á los arma­
dores y navieros el proporcionarse facul­
tativos para sus buques, para esta circuns­
tancia que podrá quizás depender de que 
no se anuncie con bastante antelación la 
salida de los mismos y de la escasa retri­
bución que se ofrezca por un trabajo pe­
noso, arriesgado y de gran responsabili­
dad, no escusa en manera alguna el deber 
imperioso en que se está de no abandonar 
al acaso la salud y la vida de los pasage­
ros que conduzcan.—Esta consideración 
y la no ménos atendible de que la habili­
tación de practicantes llevaría consigo la 
mas injustificable iafracciou de las leyes 
por que se rige el ejercicio de la medici­
na, hacen de todo punto inaceptable se­
mejante medio, que léjos de llenar las mi­
ras de la ley contraria su espíritu ademas 
de ser de notoria inconveniencia.—Por lo 
tanto la sección opina que el Consejo, si 
lo tiene á bien, puede consultar al Go­
bierno que deben continuar en observancia 
el artículo 20 de la ley de 28 de noviem­
bre de 1835, y las órdenes de 17 de 
enero de 1858 y 29 de marzo del año 
próximo pasado que son su complemento.» 
—Y habiendo tenido á bien resolver 
S. M. de acuerdo con el preinserto in­
forme de su Real orden lo comunico á 
V. S. para su conocimiento.»

Y he dispuesto se inserte en el Boletin 
oficial para su debida publicidad y^ cum­
plimiento en estas islas.—Palma 7 agos­
to de 1860.—José Primo de Rivera.

Núm. 587.
Sanidad.—El Sr. Cónsul de los Estados- 

Unidos en el puerto de Mahon me dice 
lo que signe:

«Por el último correo he recibido una 
comunicación del honorable Sr. Secreta­
rio de Estado, participándome que los bu­
ques que se dirijan á Nueva—York deben 
proveerse de una patente de sanidad espe­
dida por los consulados americanos, pues 
de lo contrario se les sujetará á una cua­
rentena.—Lo que tengo el honor de ma­

nifestar á V. S. por si tiene á bien poner­
lo en conocimiento del comercio de esa 
isla, que comprendida en el distrito de 
este consulado, deberá el mismo espedir 
las referidas patentes á cuyo efecto, los 
interesados podrán acudir á ese Sr. D. Gre­
gorio Oliver, que cuidará de su reclama­
ción y entrega.—Dios guarde á V. S. mu­
chos años.»

Y se inserta en el Boletin oficial para 
conocimiento del comercio de esta isla. Pal­
ma 7 de agosto de 1860.—José Primo 
de Rivera.

Núm. t>88.
Vuiilancia.—Circular.—Habiendo desa­

parecido de la ciudad de Córdoba sin pase 
ni documento alguno el desertor del ejér­
cito francés Adolfo Beltran Lanus, encar­
go á los Sres. Alcaldes de los pueblos de 
esta provincia, Comisario de vigilancia y 
demas funcionarios dependientes de este 
Gobierno procedan á su detención caso de 
presentarse en sus respectivos distritos, po­
niéndolo con seguridad á mi disposición. 
Palma 9 de agosto de 1860.—José Pri­
mo de Rivera.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO 
DE MINISTROS.

REAL ORDEN.

Estadística.

Escmo. Sr.: Para regularizar los estu­
dios á que se refiere el art. 26 del Real 
decreto de 20 de agosto último, en que 
se percibe el reconocimiento general de 
las aguas estancadas y corrientes y de su 
posible aprovechamiento en España, S. M. 
la Reina ’Q. D. G.) se ha dignado man­
dar se observen las reglas siguientes:

1 .a Los seis Ingenieros de Caminos, 
Canales y Puertos y los 12 Ayudantes de­
signados en virtud de lo que previene el 

art. 26 del Real decreto de 20 de agosto 
último, se dividirán en seis brigadas, com­
puestas de un Ingeniero, dos Ayudantes y 
el número de porta-miras y de peones que 
se considere necesario.

2 .a Se destinarán dos de estas briga­
das, por lo ménos, á cada una de las 
cuencas cuyo estudio haya de emprender­
se desde luego, debiendo ponerse de 
acuerdo los Ingenieros respectivos acerca 
de la distribución del trabajo y del enlace 
de las operaciones, después de haber for­
mado idea del terreno.

3 .a En lo relativo á los reconocimien­
tos y estudios correspondientes á la región 
marítima de algunos ríos, deberán enten­
derse con los Ingenieros encargados de los 
puertos respectivos, á fin de facilitar la 
reunión del mayor número de datos y de 
obtener la unidad y el enlace indispensa­
bles entre los trabajos de unos y otros, 
evitando la repetición inútil de unas mis­
mas operaciones.'1 .

4 .a Se procurará también conseguir 
un acuerdo análogo, previas las gestiones 
convenientes, cerca del Gobierno portu­
gués, respecto de las operaciones en la 
frontera cuando se trate de verificar por 
aquella parte los estudios relativos á rios 
que pertenecen á los dos reinos de la Pe­
nínsula.

5 .a Los Ingenieros encargados del es­
tudio de cada una de las cuencas dirigirán 
activamente los trabajos de sus respectivas 
secciones, recogiendo y formalizando todos 
los datos y documentos siguientes: ,

L° Plano y nivelación general del rio 
principal y sus afluentes, reduciéndose en 
estos últimos, cuando sean de grande im­
portancia ó estension, á una longitud de 
dos ó tres kilómetros, ademas de la parte 
comprendida entre su desembocadura y 
los límites del valle principal.

2 .° Iguales datos respecto de los cana­
les de todas clases, comprendidos en el 
mismo valle y derivados del rio principal 
ó de sus ailuentes, con destino al abaste­
cimiento de las poblaciones, al riego, la in­
dustria ó la navegación.

3 .° Planos y sondeos ó nivelaciones, 
según los casos, de las lagunas naturales ó 
artificiales de los terrenos pantanosos que
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por su ostensión ú otras condiciones deban 
ser estudiados especialmente para su apro­
vechamiento, y de los afluentes y deriva­
ciones respectivas.

í.° Indicación de la línea á que alcan­
zan las mayores inundaciones en las aveni­
das eslraordinarias y alturas á que en 
tales casos llegan las aguas, recogiendo 
estos datos y las secciones transversales en 
los puntos en que por la grande estension 
de las inundaciones, por las circunstancias 
de los terrenos inundados ó por las del 
cauce del rio, puedan ser de mayor ó mas 
inmediato interes.

o .° Aforos de todas las aguas estanca­
das ó corrientes, mencionadas en los nú­
meros anteriores.

6 .° Cálculo de fuerza que á la sazón se 
emplee en todas y cada una de las fábricas 
de diversas clases establecidas en los saltos 
de agua, y de la distribución de este líqui­
do en los demas aprovechamientos.

7 ." Descripción del rio principal y de 
las lagunas, pantanos, aíluentes y deriva­
ciones, como también de la naturaleza y 
disposición de los terrenos de regadío y de 
aquellos en que se hayan ejecutado ó pro­
yectado obras importantes para su deseca­
ción y saneamiento, con una reseña gene­
ral de las mismas y de todas las demas 
relativas á los objetos indicados.

8 .° Examen y descripción de las di­
visorias en cuanto se refiere á la estension, 
violencia y duración de las grandes creci­
das de los rios; á la permanencia de sus 
corrientes ordinarias, y á los puntos de pa­
so preferibles para comunicarse con las 
cuencas contiguas.

9 .° Esposicion clara y estensa del apro­
vechamiento existente de las aguas, con las 
consideraciones necesarias para poder for­
mar juicio fundado acerca de sus ventajas 
é inconvenientes, y de los medios de me­
jorarlo.

6 .a Se subministrarán oportunamente 
á los encardados de estos estudios los da­
tos meteorológicos, forestales y geológicos 
reunidos por la Comisión en la parte 
inmediatamente relacionada con algunos 
de los trabajos qne se enumeran en la dis­
posición anterior.

7 .a Los Ingenieros encargados de una 
cuenca, ó de parte muy importante de 
ella, formalizarán en común y autorizarán 
con sus firmas las memorias y demas do­
cumentos concernientes al conjunto de los 
estudios, ademas de autorizar cada uno de 
ellos por separado los de su sección res­
pectiva.

Al propio tiempo, S. M. ha tenido á 
bien disponer que en la campaña del pre­
sente año un Jefe del cuerpo de Ingenieros 
de Caminos, Canales y puertos, acompa­
ñado de nueve Ayudantes y número pro­
porcionado de porta-miras y peones, se 
ocupe en los reconocimientos y estudios 
correspondientes á la cuenca del Tajo, 
comenzando en Toledo y concluyendo ha­
cia el origen del rio; previniéndole, que 
ademas de las reglas anteriores y otras 
particulares que se ha servido dictar para la 
organización y ejecución del trabajo que 
se le confia, observe las prescripciones ge­
nerales señaladas á las demas comisiones 
que acaban de salir á operaciones análogas 
en el campo.

De Real orden lo digo á V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes. 
Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 
6 de julio de 1860.—Leopoldo O’Donnell. 
—Sr. Vicepresidente de la Comisión de 
Estadística general del reino.

(Gaceta del 17 de julio.)

MINISTERIO DE ESTADO.

Dirección política.

Existiendo aun en la Caja general de 
Depósitos parte de la cantidad entregada 
por el Gobierno otomano para indemni­
zar á los dueños, cargadores y tripulantes 
de los barcos bombarda San Antonio, ja­
beque Virgen de los Angeles, polacra For­
tuna y bergantín Nuestra Señora del Car­
men, de la matrícula de Barcelona el pri­
mero, de la de San Feliú de Guixols el 
segundo y de la de Máhon los dos últi­
mos; buques que mandados por los Capi­
tanes Jerónimo Campodonico, Benito Su­
ris, Francisco Pi y José Reig fueron apre­
sados en 1811 y en 1812 por corsarios 
de Trípoli, se llama á las personas que se 
creyeren con derecho á ser indemnizadas 
á prorata con tal motivo, para que en el 
plazo de seis meses acudan á deducir sus 
derechos en la primera Secretaría de Es-* 
lado, donde deberán presentar para ello 
cuantos documentos y cuantas noticias cre­
yeren convenientes.

Habiéndose justificado por D. Francis­
co Moreno Cañas, en representación de 
D. Miguel Suris y Llorens, D. José Roig, 
D. Antonio Patxot, D. Feliu Patxot, Do­
ña Beatriz Suris y Bastons, Doña Doro­
tea Cibils y Doña María Durbán y Bascos, 
y de los marineros Gerónimo Bazart, Be­
nito Cruañas y Antonio Julia, el derecho 
de estas personas á percibir parte de la 
cantidad correspondiente á prorata al ja­
beque Virgen de los Angeles, se han en­
tregado al Sr. Moreno Cañas 20,895 rs. 
vellón y 78 cénts., con mas los intereses 
de esta cantidad desde que se impuso en 
la Caja general de Depósitos; habiendo 
dado esta persona un recibo con la cláu­
sula de que, al entregar esta cantidad, el 
Gobierno de S. M. no prejuzga los dere­
chos de los co-partícipes en este crédito.

Habiéndose también justificado por don 
Manuel Arana, en representación de don 
Rafael Patxot, el derecho de este á per­
cibir parte de la cantidad correspondiente 
á prorata al bergantín Nuestra Señora del 
Carmen, se han entregado á D. Rafael Ra- 
bell y Patxot, apoderado de la misma per­
sona, 9Í.091 rs. vn. y lí cénts., con 
mas los intereses de esta cantidad desde 
que se impuso en la Caja general de De­
pósitos; habiendo dado este apoderado un 
recibo con la cláusula de que, al entregar 
esta cantidad, el Gobierno de S. M. no 
prejuzga los derechos de las personas que 
pudieren alegarlos al mismo crédito.

Mediante recibo con la misma cláusula 
se han entregado también á D. JManuel 
Arana, en representación de D. Rafael 
Patxot, 8.772 rs. vn. y 6í cénts., con 
mas los intereses de esta cantidad desde 
que se impuso en la Caja general de De­
pósitos, por haber justificado aquella per­
sona deber percibir D. Rafael Patxot la 
cantidad destinada para indemnizar á pro­
rata de la pérdida de la ropa de los ma­
rineros y del dinero que llevaba el Capi­
tán del barco Nuestra Señora del Carmen.

Habiéndose también justificado por don 
Sabino Ojero, en representación de Fran­
cisca, Catalina y Teresa Pi, el derecho de 
estas personas á percibir parte de la can­
tidad correspondiente á prorata á la po­
lacra Fortuna, se han entregado al señor 
Ojero 1.823 rs. vn. y 90 cénts., con 
mas los intereses de esta cantidad desde 
que se impuso en la Caja general de De­
pósitos; habiendo dado este apoderado un 
recibo con la cláusula de que, al entre­
gar esta cantidad, el Gobierno de S. M. 
no prejuzga los derechos de los co-parlí- 
cipes en este crédito.

Resultando que D. Gerónimo Villano-

va, D. Rafael Suris y Tomas Malea pue­
den alegar derecho á 2.0lí rs. vn. y 
1|32 consignados en la Caja general de 
Depósitos por la parte correspondiente á 
tales personas en el jabeque Virgen de 
los Angeles, y que 11 marineros del mis­
mo tienen derecho á recibir por partes 
iguales 3.926 rs. vn. y 53 cénts., se les 
llama mas especialmente por el mismo 
plazo.

Igualmente se llama á Félix Frcixas, 
Escribano ó sobrecargo del bergantín Nues­
tra Señora del Carmen, por si tuviere que 
alegar derecho á las ropas de su uso, que 
se hallaban á bordo del bergantín al tiem­
po de su captura.

Del mismo modo se llama por aquel 
plazo á Feliciano Puix, Antonio Palmoro- 
ta, Agustín Bassart y un negociante de 
apellido Bellot, por si tuvieren qne ale­
gar derecho á la cantidad correspondiente 
á prorata á la polacra Fortuna, y á los 
instrumentos de navegar que llevaba el 
Escribano ó sobrecargo de este buque al 
tiempo de su apresamiento.

(Gaceta del 18 de julio.)

CONSEJO DE ESTADO.

Re a l  d e c r e t o .

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y 
la Constitución de la Monarquía eapañola 
Reina de las Españas. A todos los que las 
presentes vieren y entendieren, y á quie­
nes toca su observancia y cumplimiento, 
sabed: que he venido en decretar lo si­
guiente:

«En el pleito que en primera y única 
instancia pende ante el Consejo de Estado 
entre partes, de la una Doña María Joa­
quina Fraile, demandante, y de la otra la 
Administración general del Estado, repre­
sentada por mi fiscal, demandada, sobre 
mejora de pensión de Monte-pío:

Visto:
Visto el espediente gubernativo, del que 

aparece:
Que en instancia de i de julio de 185Í 

espuso Doña María Joaquina Fraile, que 
dec'arada con derecho á Monte-pío en 15 
de diciembre de 1853, como hija de Don 
Aniceto, Oficial primero que fué de la 
Contaduría de Hacienda pública del par­
tido de Huele con el sueldo de 5.500 rea­
les, la Junta de Clases pasivas le asignó 
la pensión de 1.250 rs.:

Que no conformándose con esta asig­
nación, acudió nuevamente á la Junta en 
reclamación de 1.500 reales que le cor­
respondían; solicitud que le fué denega­
da sin fundamento, según decía, por ha­
llarse comprendido su difunto padre en el 
art. 11 de la instrucción de 26 de diciem- 
ciembre de 1831, y tener en su apoyo 
varios casos de igual naturaleza, por lo que 
solicitó se le designase la citada pensión 
de 1.500 rs. anuales:

Que pasada la solicitud á informe de la 
Junta de Clases pasivas, esta consideró á 
la interesada sin derecho al aumento de 
pensión por hallarse su padre comprendido 
en el art. 2.°, capítulo l.° del reglamento 
del Monte-pio de oficinas de 26 de julio 
de 1797, que dice: «no serán compren­
didos en él todos aquellos individuos que 
en adelante sirvan empleos cuya dotación 
no llegue á 6,000 rs. á lo ménos,» en 
atención á que no había empezado á ser­
vir en Hacienda hasta 1807, ni disfrutado 
sueldo mayor que el de 5.500: que res­
pecto de los casos citados en su instancia, 
D. Francisco Rada disfrutó 6.600 rs., y 
D. Manuel Ibañez (aunque su sueldo era 
de Í.Í00) estaba comprendido por hallar­
se ya sirviendo á la formación del refe­
rido reglamento, habiendo contribuido uno 

y otro coñ sus respectivos descuentos, j0 
que no habia efectuado el padre de la re­
clamante:

Que habiendo opinado el negociado en 
el mismo sentido, por Real orden de 13 
de abril de 1855 se resolvió que Doña 
María Joaquina Fraile no tenia derecho j 
la mejora de pensión que solicitaba:

Visto el recurso interpuesto ante el Con­
sejo de Estado por D. Prudencio López 
á nombre de la interesada, solicitando se 
le designe la horfandad de 1.500 rs. que 
tiene pretendida:

Vista la contestación de mi Fiscal, en 
que pide se confirme la Real orden recla­
mada :.

Vistos el reglamento del Monte-pio de 
oficinas de 26 de julio de 1797 y la ins­
trucción de 26 de diciembre de 1831.

Considerando que D. Aniceto. Fraile em­
pezó á servir en Hacienda en 1807: y que 
por no haber disfrutado mayor sueldo que 
el de 5.500 rs. quedó escluido del de­
recho á Monte-pio, según lo prevenido 
en el art. 2.° cap. l.° del citado regla­
mento de 26 de julio de 1797:

Considerando que no adquirió derecho 
á Monte-pio hasta su nombramiento de 
Oficial primero de Rentas estancadas de 
la provincia de Huesca por Real orden 
de 20 de agosto-de 1835, por cuya ra­
zón se halla comprendida su hija en el ar­
tículo 14 de la citada Instrucción de 26 de 
diciembre de 1831, en que se señala la 
asignación de 1.230 rs. por los sueldos 

‘de 5.000 á 6.000;
Oido el Consejo de Estado, en sesión á 

que asistieron D. Domingo Ruiz de la Ve­
ga, Presidente; D. Facundo Infante, don 
Antonio González, D. Andrés García Cam­
ba, el Conde deClonard, D. Joaquin José 
Casaus, D. Manuel Quesada, D. Fran­
cisco lames Hevia, D. Antonio Fernandez 
Landa, D. José Caveda, D. Antonio Ca­
ballero, D. Manuel de Sierra y Moya, 
D. José Antonio Olañeta, D. Serafín Es- 
tébanez Calderón, D. Antonio Escudero, 
D. Diego López Ballesteros, D. Luis Ma- 
yans, D. Pedro Gómez de Laserna, don 
Florencio Rodríguez Vaamonde, el Conde 
de Torre-Marín, D. Manuel de Guillamas, 
D. Manuel Moreno López y D. Cirilo Al- 
varez.

Vengo en absolver á la Administración 
de la demanda que contra ella ha inter­
puesto Duna María Joaquina Fraile, y en 
confirmar la Real orden de 13 de abril de 
1855.

Dado en Palacio á veintidós de Junio 
de mil ochocientos sesenta.—Está rubri­
cado de la Real mano.—El Ministro de 
la Gobernación, José de Posada Herrera.

Publicación.—Leido y publicado el an­
terior Real decreto por mí el Secretario ge­
neral del Consejo de Estado hallándose 
celebrando audiencia pública el Consejo 
pleno, acordó que se tenga como resolución 
final en la instancia y autos á que se re­
fiere, que se una á los mismos, se notifi" 
que en forma á las partes y se inserte en 
la Gaceta, de que certifico.

Madrid 28 de junio de 1860.—Juan 
Sunyé.

1 (Gaceta del 19 de julio.)

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA-

En la villa y corte de Madrid, á 28 de 
junio de 1860, en el pleito pendiente an­
te Nos por recurso de casación seguido 
por D. Mariano Salcedo y su hermana 
Doña Inés, representada por su marido 
D. Antonio Terrero, con D. Manuel Arias 
Girón, sobre restitución de ciertas partes 
de dehesas: ,

Resultando que en 6 de julio de 152*
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cientes al dicho mayorazgo, y que se con­
denase á D. Antonio Claver y I). Fernan­
do Villegas, que las poseían, á restituírse­
las con los frutos y rentas desde el tiempo 
de su disfrute, y en las costas y gastos del 
juicio; esponiendo que constando por los 
documentos presentados que á este víncu­
lo correspondian como dótales una parte 
independiente de condominio en la dehesa 
de los Trincones y lo que escediera en la 
de Peral ó Peralito y de Angostina de 
13.000 maravedises de renta de yerba en 
la primera y 1.802 en la segunda, seña- , 
lados en ellas al mayorazgo de facultad 
Real, sin que pudiera contradecirse con 
la compra que indicaba la certificación de 
los libros de repartimiento de yerbas por 
haber sido nula y viciosa como verificada 
de bienes vinculares por quien carecia de 
derecho para hacerla: que la prueba de 
que no cupieron esas partidas de marave­
dises ó de dehesas en dicha mejora, in­
cumbía á los poseedores y no á ellos, que 
justificaban lo contrario con la escritura 
de fundación y las posesiones conferidas 
en 1640 v 1731, y con el incidente con­
tencioso entre D. Juan Miranda y D. Fer­
nando Maldonado:

Que el arreglo hecho en 1755 entre 
D. Joaquín Arias Pacheco y D. Tomas de 
Castro carecia de toda importancia al con­
siderar que el segundo no tenia facultad 
ni derecho para renunciar, traspasar ni 
ceder bienes de mayorazgos, y al ver que 
no se comprendieron las dehesas de 1 rin­
cón ni de Peral, la primera porque Rin­
cones no era Trincon ni Trincones, y la 
segunda porque se dejaron en ella los 
mismos 13.000 mrs. de renta de yerba:

Que no siendo prescriptibles las cosas 
de mayorazgo hasta la fecha en que estos 
se estinguicron, y desde entonces para 
este caso concreto hasta 1850, en que 
murió el último poseedor, por no haber 
corrido el tiempo necesario contra este 
que se hallaba ausente del reino, ni con­
tra su inmediato sucesor y heredero, 
aunque se quisieran unir ambas épocas, 
era ‘evidente no podía alegarse de con­
trario la prescripción;

Y por último, que los demandados de- 
bian devolver las rentas percibidas, por­
que contra su buena fe existia la vehe­
mente presunción de que no pudieron ser 
exihibidos los títulos que demostrasen la 
legitimidad de los derechos que trasferia 
el vendedor, bien que aun en otro caso 
no les serviría la buena fe para hacer su­
yos los frutos, atendida la naturaleza de 
estos:

Resultando que D. Fernando Villegas 
y D. Antonio Claver contestaron pidiendo 
se les absolviera libremente de la deman­
da: primero, porque la irrevocabilidad de 
la mejora hecha en 1524 por Gonzalo 
Maldonado y su mujer Elvira de Soria no 
pudo comprender la designación de los 
bienes dótales de la misma, hasta que fa­
lleciendo aquellos se viese si cabían en 
ella, lo cual debían probar los demandan­
tes con las particiones que se hicieran de 
los bienes yacentes:

Que habiendo fundado los mismos Gon­
zalo Maldonado y Elvira de Soria un mayo­
razgo con facultad Real en 1d 32, y de 
signado para él, entre otros bienes, a 
partida de renta de yerba en la dehesa de 
los Trincones con que dotaron aquella me­
jora, y siendo irrevocable en los mayo­
razgos su dotación, era visto revocaron su 
primera voluntad respecto de la misma fin­
ca, corroborándolo mas la facultad que 
dieron á su hijo D. Juan para vender los 
dichos maravedises de renta de yerba é 
imponerlos en la dehesa de los Pelados, 
espresando «era en la que le mejoraron:»

Que en vez de justificar los actores si

Gonzalo Maldonado y su esposa Elvira de 
Soria fundaron un mayorazgo á favor de 
su primogénito D. Juan, sus hijos y des­
cendientes, con el tercio y remanente del 
cuarto de sus bienes, según la costumbre 
de |a diócesis de Ciudad-Rodrigo, con os 
maravedises de renta que tenían en las de­
hesas de los Pelados, Trincones, Machado 
Y Reinosa, jurisdicción de la villa de Al- 
¿ántara, y en otras cualesquiera dehesas 
situadas en el mismo término; con cláusula 
que, de no ser bastantes para el relleno 
de la mejora, se completase con los ma­
ravedises de renta de yerba que les per­
tenecía en el mismo término:

Resultando que en 7 de Febrero de 
1532 instituyeron otro mayorazgo, pré— 
vía facultad Real, á favor de su citado hi­
jo D. Juan, los suyos y sus descendientes, 
entre otros bienes, con las rentas que en 
determinada cantidad les pertenecían tam­
bién en aquella villa y dehesas del Peral, 
de Rincones, Angostina, Carrascal de la 
del Rey, Galeana y Manquillo, facultando 
á su sucesor para vender dichas rentas y 
comprar otras iguales en la dehesa de los 
Pelados, en la que le habían mejorado, á 
no ser que no cupiesen en ella, caso en el 
que permanecerían en este mayorazgo de 
facultad Real, como bienes del mismo, se­
gún que lo eran los maravedises que man­
daban vender:

Resultando que á la muerte, en 1610, 
de D. Juan Maldonado de Vargas, hasta 
cuya época habían venido disfrutándose 
ambos vínculos con sus respectivas agrega­
ciones por un mismo poseedor, se siguió 
pleito sobre mejor derecho á la sucesión 
de ellos, el que terminó por sentencia del 
Alcalde mayor de Ciudad-Rodrigo de 12 
de enero de dicho año, adjudicando á Doña 
Beatriz Miranda el de mejora de tercio y 
cuarto con su agregación hecha por Doña 
Antonia Maldonado, y á Doña Antonia 
Rodríguez Pacheco el fundado con facultad 
Real y agregación de D. Juan Maldonado:

Resultando que espedido despacho pa­
ra cumplimiento de la citada sentencia, 
el Alcalde mayor de Alcántara le mandó 
dar en los bienes que la misma espresaba, 
y el Escribano ejecutor dió posesión á
D. Juan de Miranda como marido de la Do­
ña Beatriz, en las partes y rentas de yer­
bas de los repetidos mayorazgos en las 
dehesas de los Pelados, Machado, Peral, 
Trincon, Angostina, Carrascal, Manquillo 
y Galeana:

Resultando que en virtud de queja de 
D. Juan de Miranda contra D. Fernando 
de Herrera por haber cobrado, y también 
su hijo y sucesor Pedro Chaves en la de­
hesa del Peral, no solo los 13.000 ma­
ravedises de renta pertenecientes al mayo­
razgo de facultad Real, sino el resto de 
11.000 de su arrendamiento, recayó auto 
en 12 de julio de 1650 en rebeldía del 
D. Pedro Chaves, ordenando á los renteros 
de la dehesa no acudieran á este masque 
con los 13.000 maravedises; y loque mas 
montase, tanto de lo vencido, como de lo 
que venciere en adelante, se lo entregasen 
á D. Juan de Miranda:

Resultando que vacante el mayorazgo 
de facultad Real por muerte en 1722 del 
Marques de Espeja, se siguió pleito a ins­
tancia de D. Antonio Arias Pacheco con 
el Marques de San Gil, como marido de 
Doña Baltasara de Miranda Maldonado, y 
otros, no solo sobre la posesión de dicho 
mayorazgo, sino también del de tercio y 
cuarto y sus respectivas agregaciones, y 
el Consejo, por sentencia de tenuta de 3 
de noviembre de 1724, lo decidió á favor 
de D. Fernando Arias Pacheco, sucesor 
del demandante D. Antonio, al que se 
dió posesión de los referidos mayorazgos 
en 18 de julio de 1725:

Resultando que sin embargo de esta 
ejecutoria, continuó disfrutando el vínculo 
de tercio y cuarto y su agregado Doña 
Baltasara de Miranda, en virtud de una 
concordia que el Marques, su marido, 
celebró con el D. Fernando,~y que ha­
biendo fallecido aquel en 1727, y toma­
do la posesión este, la reclamó D. Fer­
nando de Castro invocando la nulidad de 
la concordia, y por sentencia de la Real 
Chancillería de Valladolid de 5 de no­
viembre de 1731, se mandó al D. Fer­
nando Arias restituir al de Castro la huer­
ta de los Alamos y las partes de yerbas 
en las dehesas de los Pelados, Rincones y 
Machado, pertenecientes al referido vín­
culo:

Resultando que pedida la posesión por 
Doña Gertrudis Nieto, como madre del su­
cesor D. Tomas de Castro, no solo se con­
firió en la forma espresada en la senten­
cia de Chancillería, sino que en 19 de 
diciembre de 1/31 se estendió en la mis­
ma forma en que la tomó en 1GÍ0 Don 
Juan Miranda, pero sin especificar mara­
vedises, y con la cláusula de sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, espresando 
que la dehesa del Peral se llamaba del Pe- 
ralito del Campo Frió, y la del Carrascal 
de la dehesa del Rey de los Hitos:

Resultando que en 6 de abril de 1755 
D. Tomas de Castro, poseedor del mayo­
razgo de mejora y su agregado, y Don 
Joaquín Arias Pacheco, que lo era del 
de facultad Real y agregación hecha al 
mismo, otorgaron escritura por la cual, 
después de referir los antecedentes indica­
dos y la confusión habida en el goce de 
los bienes de ambas vinculaciones, é in­
formados de que á la última pertenecian 
en cada año 23.009 mrs. de renta de 
yerba en las dehesas de Alcántara, que 
había cobrado el Don Tomas de algunos 
años á aquella parte, con las demas por­
ciones que en ellas tenia, á la vez que el 
padre del D. Joaquín lo había hecho de 
un juro de Granada, que correspondía al 
otro vínculo, convinieron para deshacer 
equivocaciones, y que cada uno poseyese 
lo que legítimamente le correspondida 
por su vínculo, que D. Tomas cediese, 
como cedió, en favor del D. Joaquín los 
29.009 maravedises de renta de yerba en 
cada año que correspondían al mayorazgo 
de facultad Real, conforme á su funda­
ción, por la cantidad determinada que es- 
presaron, en las dehesas del Peral, Rin­
cones, Angostina, Carrascal, y dehesa del 
Rey, Galeana y Manquillo, sitas en el 
término de Alcántara; y el D. Joaquín 
declaró que el juro de los /5.000 mrs. en 
cada año, situado sobre las alcabalas y 
y albóndiga de Granada, pertenecia al don 
Tomas, como poseedor del vínculo de me­
jora y su agregado:

Resultando que por fallecimiento en 
1833 de Doña María Teresa de Castro 
Fermento, obtuvo su sobrino D. Joaquín 
María Salcedo la posesión de los mayo­
razgos que aquella había poseído la cua 
le fué conferida en 14 de abril de aquel 
año en una casa de la ciudad de Salaman­
ca y en la dehesa de los Pelados, termmo 
de la villa de Alcántara, á nombre de 
todos los demas bienes de aquellos:

Resultando que en 31 de agosto de 
1857 D. Mariano Salcedo, como inmedia­
to sucesor de la mitad reservada de los 
bienes de la vinculación de mejora y su 
agregado, y D. Antonio de Terrero, en 
concepto de marido de Doña Ines Salcedo, 
heredera del último poseedor D. Joaquín, 
presentaron demanda en el Juzga o e 
primera instancia de Alcántara priendo 
que se declarase corresponderles las par­
tes de dehesas de Trincon, Maimón, n- 
gostina y Peralito de Canapofrio, pertene­

dichas partidas de maravedises cupieron 
en la mejora, y si los vendió D. Juan é 
impuso en la dehesa de los Pelados, se va­
llan como demostración inductiva de lo 
primero de las posesiones dadas en 1640 
á D. Juan de Miranda y á Doña Gertru­
dis Nieto y Botello, en representación 
de su hijo D. Tomas de Castro, en 1731, 
siendo así que la primera fué una usurpa­
ción, pues contra lo resuello en la ejecu­
toria de 12 de enero de aquel año, el Es­
cribano comisionado la estendió á todos 
los bienes de los mayorazgos fundados por 
Gonzalo Maldonado y Elvira de Soria 
existentes en Alcántara, y las segundas en 
1731 fueron nulas, como contraria^ la 
primera ó la ejecutoria del Consejo de 1 í 24 
y fundada la segunda en la usurpación co­
metida en 1640, siendo por consiguiente 
ineficaces semejantes títulos para destruir 
la antiquísima posesión en que han venido 
los tenedores del mayorazgo de facultad 
Real.

Que el pedir los actores como pertene­
ciente á la mejora el esceso de capital y 
renta que los fundadores tenían en las lin­
cas, era del todo infundado: primero, por­
que no demostraban que hubiese tal esce­
so; y segundo, porque cometían el erroi 
económico de llamar pensión á lo que era 
una renta variable, según el valor del ca­
pital, que cedía siempre en favor de su 
dueño:

Resultando que recibido el pleito á prue­
ba, la dirigieron ambas partes á justificar 
la percepción de las rentas de yerba de 
las dehesas de Trincones, Maimón, Angos­
tina y Peralito de Campofrio desde 1/36 
á 1858, y que el Juez dictó sentencia en 
15 de julio de 1858, que confirmó la Sa­
la segunda de la Real Audiencia de Cáce- 
res en 9 de marzo de 1859, absolviendo 
á los demandados, por lo cual interpusie­
ron D. Antonio Terrero y D. Mariano 
Salcedo recurso de casación, fundado en 
conceptuar infringidas:

Primero. La ley 1.a, título 1/, libro 
10 de la Novísima Recopilación, ó sea la 
41 de Toro, citada como fundamento de 
la misma sentencia:

La 4.a, tít. 6.° de igual libro y Códi­
go, ó sea la 20 de Toro:

Y la 1.a, tít. 14, Partida 3/, junta­
mente con la 3.a, tít. 22 de la misma 
Partida: .

Y en este Supremo Tribunal se han ci­
tado también como infringidas:

La ley 1.a, tít. l.° libro 10 de la No­
vísima Recopilación.

La 13, tít. 22, Partida 3.a, ,
Y la doctrina legal que, conforme a 

ellas y á la 1.a, título 17, libro 10 de 
la Novísima Recopilación, ha consignado 
este Tribunal Supremo, entre otras, en 
las sentencias de 27 de diciembre de I8o/, 
Y 6 y 11 de octubre de 1858:

Visto siendo ponente el Ministro Don 
Pedro Gómez de Hermosa:

Considerando que al mayorazgo funda­
do por Gonzalo Maldonado y su mujer en 
6 de julio de 1524, en el que han suce­
dido los recurrentes, solo se asignaron es­
pecífica y  determinadamente las rentas que 
los fundadores tenían en las dehesas de 
los Pelados, Trincones. Machado, Miras y 
Reinosa; y que si bien en la misma fun­
dación se dijo que también lo dotaban con 
las rentas que tuviesen en otras cuales- 
quier dehesas situadas en el término de 
Alcántara, hasta donde fuera necesario 
para llenar el importe del tercio, y cuarto 
de sus bienes con que hacían la fundación 
no se ha acreditado que hubieran formado 
parte de dicho mayorazgo, ni que se le 
hubiesen agregado las rentas de las dehe­
sas, objeto de la demanda: •

Considerando que habiéndose por el
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contrario en la fundación del mayorazgo, 
hecha con facultad Real en 7 de febrero 
•le 1532 por los mismos Maldonado y su 
mujer, destinado terminantemente para su 
dotación las rentas que en ella especiíi- 

’Caron sobre las dehesas del Peral, Rinco­
nes. Angostina, Carrascal del Rey, Galea- 
na y Manquillo, distintas absolutamente 
de las espresadas en la fundación anterior, 
como lo demuestran sus mismos nombres, 
es evidente que con la escritura de fun­
dación no puede probarse la calidad de 
los bienes demandados, y por consecuen­
cia que no se ba infringido por la Audien­
cia sentenciadora la ley 1.a, tít. 17, libro 
10 de la Novísima Recopilación, ósea la 
41 de Toro, que establece los medios de 
probar los bienes de mayorazgo por la 
escritura de la institución de él; ni por las 
mismas razones la 4.a, tít. 6.° del mismo 
libro, relativa al modo de pagar los he­
rederos del testador las mejoras que este 
hiciere en sus bienes; y que tampoco tie­
ne aplicación la doctrina legal consigna­
da en la sentencia de este Supremo Tri­
bunal de G de octubre de 1858, cuya in­
fracción también se invoca , porque en 
ella se decide acerca de bienes definitiva 
y espresamente destinados á la constitu­
ción de un vínculo:

Considerando que la prueba de la forma 
en que fué cubierta la mejora del tercio 
y coarto corresponde á los demandantes 
porque no se refiere á la negación de un 
hecho en la manera consignada en la ley 
1.a, tít. 14, Partida 3.a, que se dice in­
fringida:

Considerando que ios testimonios de 
toma de posesión en virtud de la ejecu­
toria de 12 de enero de 1640, que se 
invocan como medios de prueba de calidad 
délos bienes demandados, no puedan acre­
ditarla, porque en dicha ejecutoria solose 
decidió el derecho á los vínculos con sus 
respectivas agregaciones, pero sin designa­
ción de los bienes ó propiedades que los 
constituían; y que la manera en que el 
ejecutor dió la posesión, no tiene en aque­
lla fundamento que justifique la estension 
con que la confirió, como lo prueban las 
cuestiones y vicisitudes por que han pasa­
do ambos mayorazgos hasta el año de 1755; 
de todo lo cual resulta que no tiene aquí 
aplicación lo prescrito en la ley 3.a, tílulo 
22, Partida 3.a, que se cita como infrin­
gida.

Considerando que la .escritura de con­
venio otorgada en 6 de abril de 1755 
entre D. Tomas de Castro, poseedor del 
mayorazgo de mejora, y D. Joaquín Arias 
Pacheco, que lo era del de facultad Real 
y su agregación, no podia tener eficacia 
considerándose los bienes en concepto de 
vinculares, porque atendida esta cualidad, 
carecían del derecho de poderlos ceder 
mútuamente, y por consiguiente no tiene 
en el sentido que se pretende el carácter 
de contrato, ni son por lo mismo aplica­
bles al caso la ley 1.a, tít. l.\libro 10 
«le la Novísima Recopilación, ni la doc­
trina legal consignada en las sentencias 
de este Supremo Tribunal de 27 de di­
ciembre de 1857 y 11 de octubre de 
1858, porque una y otras consignan el 
principio de respetarse la voluntad de los 
contrayentes, pero solo en la hipótesis de 
que los contratos sean válidos:

Considerando, por último, que desde 
la celebración del recordado convenio por 
ieas de 100 años han venido disponiendo 
de las rentas objeto de litigio los poseedo­
res del vínculo de facultad Real, sin que 
conste la menor reclamación, ni que en i 
tan largo período se baya tratado de acre­
ditar un solo acto de posesión, la que, 
siendo tan antigua y no contradicha, en 
buenos principios esplica la inte/igencia 

que se ha dado á las cosas que pudieran 
ofrecer duda:

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos no haber lugar al recurso de 
casación interpuesto por D. Mariano Sal­
cedo y D. Antonio Terrero, como marido 
de Doña Inés Salcedo, contra la sentencia 
que dictó la Sala segunda de la Real Au­
diencia de Cáceres en 9 de marzo de 
1859 y les condenamos en la pérdida del 
depósito y en las costas.

Y por esta nuestra sentencia, que se 
publicará en la Gaceta de Madrid y en 
la Colección legislativa, pasándose al efecto 
las oportunas copias á la Dirección de 
dicha Gaceta y al Ministerio de Gracia y 
Justicia, así lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.—Ramón López Vázquez.— 
Miguel Osea.—El Sr. D. Manuel Ortiz 
de Zúñiga votó en la Sala y no puede fir­
mar, Ramón López Vázquez. — Antero 
de Echarri. —Joaquín de Palma y Vi- 
nuesa. — Pedro Gómez de Hermosa.— 
Pablo Jiménez de Palacio.

Publicación.—Leida y publicada fué la 
sentencia anterior por el limo. Sr. D. Pe­
dro Gómez de Hermosa, Ministro de la 
Sala primera del Tribunal Supremo de 
Justicia, estándose celebrando audiencia 
pública en la misma, de que certifico co­
mo Escribano de Cámara habilitado en 
dicho Supremo Tribunal.

Madrid 30 de junio de 1860.—Luis 
Calatraveño.

^Gacela del 5 de julio.')

En la villa y corte de Madrid, á 30 de 
junio de 1860, en los autos de compe­
tencia que ante Nos penden entre el Juz­
gado de la Capitanía general de Castilla 
la Nueva y el de primera instancia del 
partido de Talayera, acerca del conoci­
miento de la demanda deducida por don 
Eduardo José Gutierre contra Doña Ma­
ría Manuela de la Llave sobre indemniza­
ción de daños y perjuicios que el primero 
dice haber sufrido en el arrendamiento de 
unos olivares:

Resultando que Doña María Manuela 
de la Llave arrendó al espresado Gutiér­
rez cinco olivares en el término de Tala­
yera por tiempo de seis años, y que no 
habiendo satisfecho el precio de los tres 
últimos entabló contra él demanda ejecuti­
va, á la que se opuso el D. Eduardo di­
ciendo que las olivas arrendadas quedaron 
infructíferas á consecuencia de las nieves, 
lluvias y escarchas del año de 1855, por 
lo que convinieron en que no abonaría 
toda la pensión, y que este había sido el 
motivo de no verificar el pago:

Resultando que á pesar de esta escep- 
cion, se pronunció sentencia de remate, 
reservando su derecho al ejecutado para 
el juicio ordinario; y aunque el Gutiérrez 
apeló, se separó después del recurso pa­
gando el principal y costas:

Resultando que en uso de la reserva 
dedujo posteriormente en el mismo Juzga­
do de Talavera de la Reina la demanda 
ordinaria para que se condenara á Doña 
María .al abono de los daños y perjuicios; 
y que conferido traslado á esta, acudió á 
la Capitanía general de Castilla la Nueva 
presentando testimonio del oficio del Pre­
sidente de la Junta del Montc-pio militar, 
en que se dice que S. M., por Real or­
den de 15 de octubre de 1844, se había 
dignado conceder á la misma, corno viuda 
del Teniente Coronel y Capitán retirado 
D. Miguel Jiménez, la pensión de 2.500 
rs. anuales, y pidiendo que oficiase al 
Juzgado de primera instancia para que se 
inhibiese del conocimiento de la espresada 
demanda:

Resultando que estimada esta solicitud, 

se formó competencia entre ambos Juzga­
dos, apoyando su reclamación el de la Ca­
pitanía general en el art. 8.°, tít. l.° del 
tratado 8.° de la Ordenanza general del 
ejército que concede el fuero de guerra á 
las viudas de los militares mientras per­
manezcan en tal estado, en que Doña Ma­
ría Manuela de la Llave ha acreditado que 

I como viuda de militar disfruta pensión del 
I Monte-pío, y en que la acción deducida por 
| D. Eduardo José Gutiérrez es directa con­

tra la Doña María, como procedente de 
un arrendamiento, y dirigida á obtener el 
abono de los perjuicios que dice haber su­
frido á consecuencia del mismo:

Y resultando que el Juez de primera 
instancia de Talavera funda su competen­
cia en que Dona María Manuela no ba 
presentado documento alguno que acredi­
te la clase de retiro que obtuvo su esposo, 
como debió hacerlo, porque no lodos los 
retirados gozan del fuero militar; en que 
por el testimonia que la misma ha traido 
á los autos resulta únicamente que perci­
be una pensión del Monte-pio militar co­
mo viuda de retirado, pero nada se dice 
de fuero, siendo así que no todas las pen­
sionadas le disfrutan, y en que siendo de­
mandada por acción personal proveniente 
de un trato ó negocio en que voluntaria­
mente se mezcló, estaría sujeta en este 
caso á la jurisdicción ordinaria, según la 
disposición de la ley 15, tít. 4.°, libro 6.° 
de la Novísima Recopilación, aunque fue­
se aforada de guerra:

Vistos, siendo Ponente el Ministro de 
este Supremo Tribunal D. Juan María 
Biec:

Considerando que el art. 8.°, tít. l.°, 
tratado 8.° de la Ordenanza general del 
ejército está reducido á conceder á las mu­
jeres ó hijos de los militares el mismo fuero 
que según el art. 7.° gocen sus maridos ó 
padres mientras estos vivan, conservándolo 
en el estado de viudez ú orfandad por el 

Ciudad de Palma.
NOTA de los precios que han tenido en el mercado de esta capital los frutos g artículos 

de primera necesidad que á continuación se espresan, durante la segunda quincena 
del mes de julio próximo pasado.

Medida y peso 
mallorquín.

1 •
| Lib. Suel. Din.

Medida y peso 
castellano. Reales. Cént.

Trigo candeal................... Cuartera. 5 11 Fanega. 55 50
Trigo................................... Id. 5 14 Id. ; 57

Id. menudo................... Id. Id.
Id. estranjero............... Id. Id.

Cebada ............................... Id. 3 Id. 30
Centeno........................... Id. 14 Id.
Maíz.................................. Id. 4 Id. 40
Habas............................... Id. 5 8 Id. 54
Habichuelas........................ Id. 7 10 Id. 7b
Guijas............................... Id. 4 Id. 48
Garbanzos ....................... Id. 7 10 Arroba. 14 90
Arroz............................... Arroba. 1 18 Id. 24 30
Aceite de Ia clase. . . . Cuartán. 1 16 Id. 72

Id. de 2a id............... Id. I 15 Id. 70
Vino.................................. Cuarlin. 2 4 Id. 13 10
Aguardiente....................... Id. Olanda. 5 Id. 40 60
Vaca.................................... Libra. 9 Libra. 6
Carnero.............................. Id. 10 Id. 6 90
Tocino.............................. Id. 12 Id. 8
Algarrobas ....................... Quintal. 1 4 Quintal. 16
Almendrón....................... Id-. 20 Id. 253 30
Queso............................... Id. 18 Id. 240
Lana................................... Id. 18 Id. 240
Paja larga........................... Arroba. 2 Arroba. 1 82

Id. tallada................... Id. 2 10 Id. 1 90
Harina del país............... Quintal Quintal
Harina Ia........................... Id. 6 Id. 80

Id. 2a........................... Id. o 14 Id. 76
Carbón de encina. . . . Id. i 7 Id. 18

Id. de mata . . . . Id. 1 4 Id. 16
Leña.................................. Id. 7 Id. 4 90

Id. para horno...............Somada. 11 Carga. 7 30
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tiempo que el mismo artículo espresa:
Considerando que para reconocer como 

aforado de guerra á la familia de un mili­
tar retirado es indispensable que conste el 
fuero de su retiro, porque de otra suerte, 
y admitiendo como equivalente de aforado 
la calidad de retirado, vendría á suceder 
el caso de otorgarse el fuero militar en­

, tero á la mujer, viuda ó hijos del que al 
dejar el servicio sin fuero alguno había 
quedado sujeto á la jurisdicción ordinaria:

Y considerando que ni con la cédula de 
preeminencias del Teniente Coronel Ca­
pitán retirado, D. Miguel Jiménez, ni en 
otra forma se ha hecho constar que en su 
retiro obtuviera fuero, ni aun se refiere á 
él el oficio testimoniado noticiando á su 
viuda Doña María Manuela la Llave la 
concesión de 2.500 rs. sobre el fondo del 
Monte-pio;

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos que el conocimiento.de estos au­
tos corresponde al Juez de primera instan­
cia del partido de Talavera, al que se re­
mitan ambas actuaciones para lo que pro­
ceda con arreglo á derecho.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
publicará en la Gaceta del Gobierno é in­
sertará en la Colección legislativa^ para lo 
cual se pasen las oportunas copias certifi­
cadas, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.—Ramón María de Arrióla.—Juan 
María Biec.—Felipedeürbina.—Eduardo 
Elio.—Domingo Moreno.

Publicación.—Leida y publicada fué la 
precedente sentencia por el limo. Sr. don 
Juan María Biec, Ministro del Tribunal 
Supremo de Justicia, estándose celebrando 
audiencia pública en su Sala segunda hoy 
dia de la fecha, de que certifico como 
Secretario de S. M. y su escribano de Cá­
mara.

Madrid 30 de junio de 1860.—Dioni­
sio Antonio de Puga.

(Gaceta del í de julio.')
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